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                                     ASUNTO
Asume la Sala el conocimiento de esta acción para resolver la impugnación interpuesta por la representante judicial de la Caja Nacional de Previsión Social E.I.C.E. en liquidación como entidad accionada, contra el fallo de 23 de junio de 2010, mediante el cual el Juzgado Penal del Circuito de Santa Rosa de Cabal tuteló el derecho fundamental de petición invocado por el ciudadano Carlos Humberto Marín Correa.
ANTECEDENTES

Expresó el actor haber adquirido su derecho a acceder a una pensión de vejez, por lo que formuló en el mes de febrero de 2009 ante el Fondo de Pensiones y Cesantías de Cajanal E.I.C.E. en liquidación, la correspondiente solicitud, frente a la cual fue informado que debería llamar dos meses después y posteriormente le colocaron otros plazos sucesivos pese a haber designado un abogado para dicha gestión.
Adujo que desde la presentación de la solicitud han corrido 14 meses, sin que se le haya dado respuesta, por lo que considera vulnerado su derecho de petición, todo lo cual le genera perjuicio al no poder disfrutar de su pensión.
SENTENCIA DE PRIMER GRADO

Admita la demanda y transcurrido el término de traslado con el silencio de la entidad accionada, la Juez Constitucional, al valorar la carga probatoria encontró que efectivamente se está vulnerando el derecho fundamental reclamado, por lo que luego de discurrir sobre el precedente constitucional establecido en la sentencia T-1234 de 2008 y el plan de acción respecto de Cajanal E.I.C.E. en liquidación, determinó procedente amparar la pretensión del ciudadano Marín Correa.
En consecuencia, ordenó a la accionada que en un plazo de 5 días, emitiera el acto administrativo respectivo, para superar el quebranto de tal derecho.

IMPUGNACIÓN
La Representante Jurídica de la empresa industrial y comercial del Estado accionada, al interponer la impugnación adujo que el Gobierno Nacional por decreto 2196 de 2009, ordenó la liquidación de la Caja Nacional de Previsión y se dispuso una evaluación administrativa que evidenció problemas de gestión que amenazan la prestación del servicio y fue así como se detectó un total de 44.420 peticiones sin resolver.
Que por lo anterior, la Corte Constitucional en sentencia T-1234 de 2008, declaró un estado de cosas inconstitucional, cuya argumentación trae a colación para referir que la Caja presentó ante esa Corporación un plan de acción que fue aprobado.
Relaciona jurisprudencia relativa a la revocatoria de sanciones impuestas contra el representante legal de la entidad, con ocasión de los incidentes, cuya aplicación solicita para que se revoque el fallo objeto del recurso.

CONSIDERACIONES

1. Competencia:

La Colegiatura se encuentra funcionalmente habilitada para desatar la impugnación interpuesta de conformidad con los artículos 86 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y 1º del Decreto 1382 de 2000. 
2. Problema jurídico planteado:

Acorde con la situación que se plantea mediante el agotamiento del recurso por parte de la accionada, se concreta en la revocatoria del fallo proferido en sede de tutela, para lo cual es menester determinar si existe vulneración a los derechos invocados, de tal suerte que la decisión merezca confirmación o, en contrario, debe ser revocada por allanarse a la aplicación de la Carta Política y la ley.
SOLUCIÓN

Conforme con lo preceptuado por el artículo 86 de la Carta Constitucional, toda persona tiene acción de tutela para invocar ante los jueces, en cualquier momento y lugar, bien directamente o a través de representante, la protección inmediata de sus derechos fundamentales, cuando estén siendo vulnerados o amenazados con la acción u omisión de cualquier autoridad pública, o con la conducta de algunos particulares en los casos expresamente previstos en la ley.

El tema que se constituye en objeto de revisión por la Colegiatura en virtud de la impugnación, se contrae al derecho de petición que se le está vulnerando al ciudadano Carlos Humberto Marín Correa, en virtud de la omisión de la Caja Nacional de Previsión Social Cajanal E.I.C.E. - en liquidación, porque transcurrido un plazo bastante razonable, no ha emitido pronunciamiento.
Para efectos del recurso, es necesario recordar, tal como se ha reseñado en precedencia, que el fallador al resolver la pretensión, determinó que la vulneración al derecho fundamental  se encontraba vigente y que a pesar del ordenamiento de la Corte Constitucional en la sentencia T 1234 de 2008, que impuso un plan de acción para superar el estado de cosas inconstitucional detectado al interior de Cajanal E.I.C.E., estos plazos adicionales fueron superados sin que se hubiese dado solución a la situación, por lo que la violación del derecho continúa presentándose.
En efecto, el plan de acción que aprobó la Sala Cuarta de Revisión de Tutelas, permitió el establecimiento de unos términos más laxos como medida de contingencia, frente a la magnitud del represamiento en cuanto a solicitudes de pensión de todo orden. Se determinó entonces 9 meses de plazo, para resolver los reconocimientos de pensión, 10 meses cuando se trata de pensiones sustitutivas 10 meses para reliquidar pensione y 3 meses para resolver simples peticiones.
Con todo, en este evento es claro que han transcurrido más de 16 meses a la fecha, sin que el peticionario tenga noticia alguna del derecho de pensión reclamado. Para la Sala no tiene presentación ni justificación, una desproporción de tal magnitud, porque cuando se aprobó aquél plan de acción, se supuso razonado y los plazos se otorgaron con la finalidad de hacer viable su cumplimiento.
La recurrente no tuvo en cuenta que al interior del fallo de tutela, precisamente se analizó aquél plan de contingencia y que el accionante no tenía que sufrir las consecuencias de un nuevo estiramiento injustificado de términos, porque su derecho fundamental, no puede permanecer insatisfecho por el lapso que a su arbitrio determine la entidad.
Ahora, las razones argüidas por la demandada las fundamenta en la jurisprudencia que trajo a comentario, toda la cual se refiere a la revocatoria de las sanciones que se han impuesto por los diferentes jueces, en virtud del desacato de los fallos tutelares, mas no determina que no se deben amparar los derechos fundamentales que la entidad quebrante.
Por ello, las argumentación es expuestas en el recurso no resultan suficientes para desvirtuar el fundamento tenido en cuenta por la señora Juez a quo, para revocar su decisión, la que dicho sea de paso comparte esta Colegiatura y en consecuencia amerita su ratificación. 
DECISIÓN

Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre del pueblo y por mandato de la Constitución,
RESUELVE:

Primero: Confirmar el fallo de tutela proferido por el Juzgado Penal del Circuito de Santa Rosa de Cabal, en cuanto fue materia de impugnación.
Segundo: Notificar esta providencia a las partes por el medio más expedito posible, de conformidad con el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991 y Remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.
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